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OPINIÓN N° 092-2005/GTN
Entidad:
Empresa Municipal de Agua Potable y Alcantarillado de Coronel Portillo S.A. (EMAPACOP S.A.)
Asunto:
Procedimiento de contratación derivado de una causal de exoneración
Referencia:
Oficio Nº 336-2005-G.G. EMAPACOP S.A.
1. ANTECEDENTES

A través del documento de la referencia, el Gerente General de la Empresa Municipal de Agua Potable y Alcantarillado de Coronel Portillo S.A. (EMAPACOP S.A.), en adelante la Entidad, consulta sobre el procedimiento de contratación derivado de una exoneración por emergencia, prevista en el inciso c) del artículo 19° del Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado mediante Decreto Supremo N° 083-2004-PCM, en adelante la Ley, y el artículo 142° de su Reglamento, aprobado mediante Decreto Supremo N° 084-2004-PCM, en adelante el Reglamento.
2. CONSULTA

La Entidad consulta textualmente lo siguiente:

“En una empresa municipal, constituida bajo la modalidad de sociedad anónima, al declararse, mediante Acuerdo de Directorio, en emergencia el sistema de abastecimiento de un servicio público, se exonera del proceso de Licitación Pública la construcción de la obra necesaria para cubrir los requerimientos de cobertura de dicho servicio, por un monto de S/. 5’000,000.00.

El acuerdo exoneratorio fue publicado a destiempo, fuera de los 10 días de tomado, sin ceñirse a los parámetros formales definidos en la Directiva Nº 011-2001 del CONSUCODE, sin señalarse el valor referencial, la fuente de financiamiento, el órgano encargado de ejecutar la contratación, etc.


En lugar de ser la Unidad de Logística de la empresa la que proceda a la contratación de manera directa, por Resolución de Gerencia General se constituye un Comité Especial llamado “Comisión ad hoc”, como órgano encargado de llevar a cabo las acciones tendentes a escoger y a contratar una empresa contratista idónea.


Este colegiado sólo tuvo tres (3) miembros titulares, dos de ellos funcionarios de la empresa y un experto independiente. No se consideraron suplentes en su conformación.

Con la primera empresa contratista no se llegó a firmar el contrato. Para escoger a otra, se solicita una propuesta a una segunda, según la indagación aleatoria preliminar, la que cumple con presentar en el plazo otorgado por la empresa municipal.


Este Comité viaja en pleno a Lima, en donde verifica, a su particular criterio, la existencia y operatividad de los equipos requeridos para la ejecución contractual y le adjudica la buena pro a esta segunda empresa contratista mediante acta suscrita en la ciudad capital de la República, comunicándole este hecho con carta fechada también en Lima.


Se observa que dicha propuesta difiere de lo previsto en las Bases Administrativas elaboradas por el Comité Especial, y aprobadas por el Gerente General, en el siguiente sentido: En el expediente técnico se establece que la modalidad que deberá utilizar el contratista es “A”, pero que excepcionalmente se puede utilizar la “B”, debiendo mediar para esto explícito asentimiento de la empresa municipal. En las Bases sólo se consigna que la modalidad de ejecución será la “A”. En la propuesta del contratista convocado solamente se postula “B”.


En este contexto, surgen las siguientes interrogantes:

1. ¿Cabe sostener que la propuesta en cuestión es válida ya que se basa en el Expediente Técnico, instrumentos que junto con las Bases y el Contrato, determina las reglas de juego en la contratación, o se puede afirmar que en las Bases se ha acogido la opinión vertida en el Expediente y sólo a partir de ellas deben regirse las cosas?

2. ¿La “explícita aceptación” de la que se habla al tratarse la posible excepción en la modalidad de ejecución contractual en el Expediente puede entenderse que se refiere a la actuación del Comité Especial al otorgar la “buena pro”; es decir, cuando acepta los términos y condiciones ofrecidos, o tendría que haberse pronunciado la Gerencia General de forma expresa sobre el particular? ¿Vale el acta de adjudicación suscrita en la ciudad de Lima, fuera de la sede de la empresa municipal?

3. ¿Se habría incurrido en alguna causal de nulidad administrativa, trascendente, de conformidad con lo regulado en la Ley de Procedimiento Administrativo General, o podría aplicarse por extensión analógica lo prescrito para la nulidad de procesos en la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado y su Reglamento, ya que a pesar de no haber proceso de selección al validarse la exoneración para la contratación en los hechos se advierte sobre la tramitación algo distinto, siendo que la verdad material revela que el Comité Especial, que no era obligatorio, procesaliza la contratación?
4. ¿De concretarse el caso precedente cómo se formalizaría esta nulidad?

5. ¿De ser nula la contratación con la segunda empresa convocada, la exoneración ya decretada es válida para que la unidad de logística contrate directamente con otra empresa? En otras palabras, ¿Esta aparente procesalización de la contratación por parte del Comité Especial desnaturaliza la emergencia que justifica la exoneración? ¿Si así fuese, debería convocarse a una Licitación Pública?

6. ¿La contratación submateria está siendo debidamente encauzada, resultando legal la suscripción del contrato próximamente?

7. ¿De ser así, estando en razón del monto obligados a contar con supervisión, debe también por Acuerdo de Directorio, exonerarse de proceso de selección tal contratación de consultoría y, consecuentemente con la emergencia subyacente originaria?
3. ANÁLISIS

Antes de iniciar el análisis, se debe precisar que, de conformidad con lo dispuesto por el inciso d) del artículo 59° de la Ley y el numeral 7 del Texto Único de Procedimientos Administrativos del CONSUCODE, aprobado mediante Decreto Supremo Nº 127-2002-PCM,  las consultas que absuelve este Consejo Superior, son aquellas referidas a la interpretación y/o aplicación de algún aspecto oscuro o ambiguo de la normativa sobre contratación pública. En este sentido, el análisis será desarrollado con referencia a hechos generales, por lo que sus conclusiones no estarán vinculadas a situación particular alguna.

3.1
De acuerdo con la normativa sobre contrataciones y adquisiciones del Estado, la realización de un proceso de selección tiene por finalidad garantizar que las Entidades del Estado obtengan los bienes, servicios y obras necesarias para la atención de sus funciones esenciales, en la calidad requerida, a precios y costos adecuados y en el tiempo oportuno.
Para asegurar el cumplimiento de dicha finalidad, el sistema de contratación gubernamental se basa en el principio de libre competencia. La aplicación de este principio se pone de manifiesto con la inclusión de mecanismos que fomenten “la más amplia, objetiva e imparcial concurrencia, pluralidad y participación de postores potenciales”
. Estos mecanismos permiten que la Entidad tenga la posibilidad de elegir entre varias opciones presentadas por distintos proveedores. Esa intención puede notarse, por ejemplo, en las disposiciones referidas a la convocatoria del proceso de selección
, mecanismo que permite que el proceso de selección sea conocido por un conjunto de potenciales proveedores, así como las disposiciones referidas a la pluralidad de ofertas.
3.2
Sin embargo, existen supuestos en los cuales la realización de un proceso de selección no cumple función alguna, toda vez que, por razones coyunturales, económicas o de mercado, la Entidad sólo puede o debe satisfacer sus requerimientos a través de una propuesta que, a su vez, será ofrecida por un proveedor único. Dichos casos se encuentran normados en el artículo 19° de la Ley y constituyen supuestos de exoneración del proceso de selección
.
Conforme se observa en el artículo 19° de la Ley, el ordenamiento ha dispuesto que de verificarse la existencia de determinadas circunstancias —taxativamente previstas— las Entidades están facultadas a exonerar ciertas contrataciones y adquisiciones de los procesos de licitación pública, concurso público, adjudicación directa y de menor cuantía, constituyéndose así una excepción a la regla general de ejecución de procesos de selección en razón de los montos comprometidos en las respectivas contrataciones
. 
3.3 Al respecto, el literal c) del artículo 19º prescribe como causal de exoneración la situación de emergencia.

La situación de emergencia, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 22º de la Ley y concordado con el artículo 142º del Reglamento, es entendida como aquella en la cual la Entidad tiene que actuar de manera inmediata a causa de acontecimientos catastróficos, de situaciones que supongan grave peligro o de necesidad que afecten la defensa nacional, debiendo la Entidad adquirir o contratar en forma directa lo estrictamente necesario para prevenir y atender desastres, así como para satisfacer las necesidades sobrevivientes, después de lo cual deberá convocar los procesos de selección que correspondan.
 Cuando no corresponda realizar un proceso de selección posterior, en el informe técnico –legal respectivo se deben fundamentar las razones que motivan la adquisición o contratación definitiva.

3.4
La normativa en materia de contrataciones y adquisiciones del Estado prevé el procedimiento que deben seguir las Entidades para exonerarse de los procesos de selección para adquirir o contratar lo necesario para el cumplimiento de sus fines. Así, de acuerdo con el artículo 20º de la Ley, todas las exoneraciones, salvo la referida a la contratación de servicios públicos sujetos a tarifas cuando éstas sean únicas
, deben ser aprobadas mediante: (i)  Resolución del Titular del Pliego de la Entidad; (ii) Acuerdo de Directorio, en el caso de las empresas a que hace referencia los literales “i” y “j” del numeral 2.1 del artículo 2º de la Ley
; y, (iii) Acuerdo de Consejo Regional o Concejo Municipal, en caso de los Gobiernos Regionales o Locales. Asimismo, se precisa que los actos de aprobación de la exoneración requerirán obligatoriamente de uno ó más informes técnico – legales previos.

Adicionalmente, el artículo 147º del Reglamento precisa que las resoluciones o acuerdos que aprueben las exoneraciones de los procesos de selección, salvo las correspondientes a los servicios públicos sujetos a tarifas únicas y con carácter de secreto, secreto militar o de orden interno por parte de las Fuerzas Armadas, Policía Nacional y Organismos conformantes del Sistema de Inteligencia Nacional, serán publicadas en el Diario Oficial “El Peruano” dentro de los diez (10) días hábiles siguientes a su emisión o adopción, según corresponda, y en el Sistema Electrónico de Adquisiciones y Contrataciones del Estado (SEACE).

Por su parte, la Directiva Nº 011-2001-CONSUCODE (PRE), publicada en el Diario Oficial “El Peruano”, dispone que la parte resolutiva del instrumento que aprueba la exoneración de proceso de selección deberá precisar el tipo y la descripción básica de los bienes servicios u obras materia de exoneración, el valor referencial, la fuente de financiamiento, la cantidad o el tiempo que se requiere adquirir o contratar mediante exoneración, según corresponda, así como determinar la dependencia u órgano encargado de realizar la adquisición o contratación exonerada, de acuerdo al monto involucrado y a su complejidad, envergadura o sofisticación.

No obstante, en el caso de las exoneraciones por emergencia, cabe que las formalidades descritas precedentemente se efectúen en vías de regularización; es decir, dentro de los diez (10) días siguientes a la finalización del evento que produjo la emergencia, la Entidad debe incluir el proceso en el Plan Anual de Adquisiciones y Contrataciones, debe publicar la Resolución o Acuerdo correspondiente y remitirlo junto con el informe técnico – legal sustentatorio a la Contraloría General de la República y a CONSUCODE; así mismo, deberá emitir los demás documentos contractuales que correspondan según el estado de ejecución de las prestaciones.
3.5 Así, aprobada una exoneración, la Entidad debe proceder a efectuar las adquisiciones o contrataciones en forma directa mediante acciones inmediatas, requiriéndose invitar a un solo proveedor, cuya propuesta cumpla con las características y condiciones establecidas en las Bases, la que podrá ser obtenida por cualquier medio de comunicación, incluido el facsímile y el correo electrónico, siendo que dicha labor deberá ser realizada por la dependencia encargada de las adquisiciones y contrataciones de la Entidad o el órgano designado para tal efecto. 
Sin embargo, no existe ningún impedimento para que la contratación o adquisición esté a cargo de un Comité Especial o de un órgano de similares características, ni disposiciones que obliguen a que la selección del proveedor se realice en la sede de la Entidad, puesto que lo que resulta relevante es la obtención, por cualquier medio, en el plazo más inmediato posible, de una propuesta que cumpla con lo requerido en las Bases.
3.6 Por otro lado, cabe resaltar que aun cuando la normativa de contratación pública dispensa a las Entidades de realizar un proceso de selección y las faculta para adquirir o contratar mediante acciones directas, dicho permiso está referido sólo a la omisión de convocar los respectivos procesos de selección; en esa medida, bajo concepto alguno podrá interpretarse que la exoneración habilita a las Entidades a inaplicar totalmente las disposiciones en materia de contrataciones y adquisiciones del Estado
.
En tal sentido, la elección del proveedor deberá efectuarse atendiendo estrictamente a lo dispuesto en las Bases Administrativas, las que a su vez se sustentarán en la información técnica contenida en el expediente de contratación
, no cabiendo la posibilidad de que se contrate a un proveedor cuya propuesta no se ajusta al requerimiento de la Entidad. 
En este punto, cabe señalar que la dependencia encargada de las adquisiciones y contrataciones de la Entidad o el órgano designado para los efectos a que se contrae la exoneración no puede introducir modificaciones a las especificaciones técnicas del bien, servicio u obra que se desea adquirir o contratar, ya que su determinación es facultad exclusiva del área usuaria; es decir, de aquélla de donde proviene el requerimiento. En caso existiera alguna duda, reserva o diferencia entre lo solicitado por la Entidad y lo ofertado por el proveedor, la citada dependencia o el mencionado órgano deberán recurrir al área usuaria a fin de que efectúe la precisión y aceptación del caso.
3.7 Ahora bien, en el supuesto que se advirtiera alguna deficiencia en el acto que aprueba la exoneración o en la obtención de la propuesta; es decir, en la elección del proveedor que brindará los bienes, servicios u obras a favor de la Entidad, el Titular de la Entidad o una autoridad superior a la que dictó el acto deberá declarar de oficio la nulidad de dicho acto administrativo, conforme a las reglas contenidas en la Ley Nº 27444, Ley de Procedimiento Administrativo General.

En este extremo, es relevante citar el artículo 12º de la Ley Nº 27444, que dispone que la declaración de nulidad tendrá efecto declarativo y retroactivo a la fecha del acto, salvo derechos adquiridos de buena fe por terceros, en cuyo caso operará a futuro. Asimismo, en caso de que el acto viciado se hubiera consumado, o bien sea imposible retrotraer sus efectos, la declaración de nulidad sólo dará lugar a la responsabilidad de quien dictó el acto y, en su caso, a la indemnización para el afectado.
Por su parte, el artículo 13º del citado texto normativo prescribe que la nulidad de un acto sólo implica la de los sucesivos en el procedimiento, siempre que se encuentren vinculados a él.

3.8 Finalmente, declarada que fuera la nulidad del instrumento que aprueba la exoneración por algún vicio advertido durante su tramitación o del acto a través del cual se eligió al proveedor que prestaría los bienes, servicios u obras en virtud de la exoneración respectiva, la Entidad deberá evaluar si persisten las condiciones o la coyuntura que la llevaron a decidirse por aprobar la exoneración, pues de ser así, deberá adoptar las medidas que correspondan para satisfacer sus necesidades en el plazo más inmediato posible, en especial si se trata de una situación de emergencia.
Así, sobre la base de lo dispuesto por la Ley Nº 27444, en el supuesto que el vicio se hubiese presentado en la elección del proveedor y que la situación de emergencia se mantenga, corresponderá que se declare la nulidad de dicho acto  y que se ejecuten las acciones tendentes a obtener, a través de cualquier medio, una propuesta que cumpla con las características y condiciones establecidas en las Bases, siempre que el acto afectado de nulidad no se hubiese consumado y no sea imposible retrotraer sus efectos.
4. CONCLUSIONES
Por lo expuesto se concluye lo siguiente:

4.1 Existen supuestos en los cuales la realización de un proceso de selección no cumple función alguna, toda vez que, por razones coyunturales, económicas o de mercado, la Entidad sólo puede o debe satisfacer sus requerimientos a través de una propuesta que, a su vez, será ofrecida por un proveedor único. Dichos casos se encuentran normados en el artículo 19° de la Ley y constituyen supuestos de exoneración del proceso de selección.

4.2 La situación de emergencia es una causal de exoneración que se encuentra recogida en el literal c) del artículo 19º de la Ley. Por ella,  la Entidad tiene que actuar de manera inmediata a causa de acontecimientos catastróficos, de situaciones que supongan grave peligro o de necesidad que afecten la defensa nacional, debiendo adquirir o contratar en forma directa lo estrictamente necesario para prevenir y atender desastres, así como para satisfacer las necesidades sobrevivientes, después de lo cual deberá convocar los procesos de selección que correspondan. Cuando no corresponda realizar un proceso de selección posterior, en el informe técnico –legal respectivo se deben fundamentar las razones que motivan la adquisición o contratación definitiva.

4.3 La adquisición o contratación del bien, servicio u obra objeto de la exoneración será realizada por la dependencia encargada de las adquisiciones y contrataciones de la Entidad o el órgano designado para tal efecto. 

Sin embargo, no existe ningún impedimento para que la contratación o adquisición esté a cargo de un Comité Especial o de un órgano de similares características, ni disposiciones que obliguen a que la elección del proveedor se realice en la sede de la Entidad, puesto que lo que resulta relevante es la obtención, por cualquier medio, en el plazo más inmediato posible, de una propuesta que cumple con lo requerido en las Bases.

4.4  Cabe resaltar que aun cuando la normativa de contratación pública dispensa a las Entidades de realizar un proceso de selección y las faculta para adquirir o contratar mediante acciones directas, por las causales descritas taxativamente en el artículo 19º de la Ley, dicho permiso está referido sólo a la omisión de convocar los respectivos procesos de selección; en esa medida, bajo concepto alguno podrá interpretarse que la exoneración habilita a las Entidades a inaplicar totalmente las disposiciones en materia de contrataciones y adquisiciones del Estado.
4.5 La elección del proveedor que brindará los bienes, servicios u obras requeridos por la Entidad debe efectuarse atendiendo estrictamente a lo dispuesto en las Bases Administrativas, las que a su vez se sustentarán en la información técnica contenida en el expediente de contratación, no cabiendo la posibilidad de que se contrate a un proveedor cuya propuesta no se ajusta al requerimiento de la Entidad. 

4.6 La dependencia encargada de las adquisiciones y contrataciones de la Entidad o el órgano designado para los efectos a que se contrae la exoneración no puede introducir modificaciones a las especificaciones técnicas del bien, servicio u obra que se desea adquirir o contratar, ya que su determinación es facultad exclusiva del área usuaria; es decir, de aquélla de donde proviene el requerimiento.

4.7 En caso existiera alguna duda, reserva o diferencia entre lo solicitado por la Entidad y lo ofertado por el proveedor, la citada dependencia o el mencionado órgano deberán recurrir al área usuaria a fin de que efectúe la precisión y aceptación del caso.

4.8 En el supuesto que se advirtiera alguna deficiencia en el acto que aprueba la exoneración o en la obtención de la propuesta; es decir, en la elección del proveedor que brindará los bienes, servicios u obras a favor de la Entidad, el Titular de la Entidad o una autoridad superior a la que dictó el acto deberá declarar de oficio la nulidad de dicho acto administrativo, conforme a las reglas contenidas en la Ley Nº 27444, Ley de Procedimiento Administrativo General.

4.9 Declarada la nulidad del instrumento que aprueba la exoneración por algún vicio advertido durante su tramitación o del acto a través del cual se eligió al proveedor que prestaría los bienes, servicios u obras en virtud de la exoneración respectiva, la Entidad deberá evaluar si persisten las condiciones o la coyuntura que la llevaron a decidirse por aprobar la exoneración, pues de ser así, deberá adoptar las medidas que correspondan para satisfacer sus necesidades en el plazo más inmediato posible, en especial si se trata de una situación de emergencia.

4.10 En el supuesto que el vicio se hubiese presentado en la elección del proveedor y que la situación de emergencia se mantenga, corresponderá que se declare la nulidad de dicho acto  y que se ejecuten las acciones tendentes a obtener, a través de cualquier medio, una propuesta que cumpla con las características y condiciones establecidas en las Bases, siempre que el acto afectado de nulidad no se hubiese consumado y no sea imposible retrotraer sus efectos.

4.11 Corresponde a cada Entidad evaluar y sustentar- bajo su exclusiva responsabilidad – la declaración de emergencia a efectos de adquirir o contratar directamente bienes, servicios u obras; siendo que en caso se decidiera por la exoneración, ésta deberá aprobarse mediante Acuerdo de Directorio, de conformidad con lo dispuesto en el literal b) del artículo 20º de la Ley.
Jesús María, 11 de agosto de 2005

ZAB/
� 	Artículo 3°, numeral 2  de la Ley.





�   	Artículos 97°, 103°, 104º, 105º  y 106º del Reglamento.





� 	Mención aparte merece el supuesto de los bienes que se adquieren con carácter de secreto militar u orden interno. En estos casos, la exoneración se ve justificada en la medida que no resulta pertinente la realización de la publicidad correspondiente debido, precisamente, al carácter reservado de la compra y no porque exista un proveedor único.





� 	Respecto a los procesos exonerados, Mario Linares afirma que en tales casos nos encontramos ante “(…)supuestos que obedecen a razones de conveniencia administrativa, explicada ésta en el hecho que de utilizarse los procedimientos selectivos regulares, éstos no responderían a la celeridad y eficacia buscadas, volviéndose en contra del interés público al cual se deben y, por razones de hecho o naturaleza de las cosas, es decir, cuando no existe otro modo de satisfacer la necesidad de contratar de la Administración”. LINARES, Mario. El Contrato Estatal. Lima: Grijley, 2002. Pág. 135-136. 





� 	Se debe diferenciar el concepto de estado de emergencia, recogido en el artículo 137° de la Constitución Política del Perú (en adelante la Constitución), del concepto de situación de emergencia contenido en el artículo 22° la Ley. 


 


Conforme a lo establecido por el artículo 137° de la Constitución, el estado de emergencia es aquél en el que se produce una perturbación de la paz o del orden interno, una catástrofe o graves circunstancias que afecten la vida de la Nación. De acuerdo con dicho artículo, corresponde al Presidente de la República decretar el estado de emergencia, con acuerdo del Consejo de Ministros, el mismo que no podrá exceder de sesenta (60) días, siendo necesario un nuevo decreto supremo para prorrogar dicho plazo. 





Empero, aun cuando se trata de un supuesto distinto, eventualmente la declaración de un estado de emergencia, por su carácter general, por suponer básicamente los mismos supuestos de hecho y por haber establecido qué Entidades se encuentran involucradas en dicho estado, puede conllevar la posterior declaración de una situación de emergencia en una determinada Entidad o incluso autorizar directamente la exoneración del proceso de selección que corresponda y la contratación o adquisición directa.





En efecto, atendiendo tanto a la jerarquía del órgano encargado (Presidente de la República) como a la complejidad de la forma y procedimiento (Decreto Supremo) requeridos para la declaración del estado de emergencia, los que son mayores y más complejos, respectivamente, que aquéllos requeridos para la declaración de emergencia, es posible concluir que dichos órgano, forma y procedimiento pueden ser utilizados válidamente, no sólo para declarar con carácter general el estado de emergencia sino también para, adicionalmente y de manera específica, autorizar la exoneración del proceso de selección que corresponda y la contratación a través de acciones directas e inmediatas. 





�  	Al respecto, el artículo 140º del Reglamento precisa que la contratación directa de los servicios públicos de energía, telecomunicaciones, saneamiento y otros de naturaleza análoga, procederá siempre que contengan tarifas únicas establecidas por el organismo regulador competente y no sean susceptibles de pacto o acuerdo entre una Entidad y la empresa prestadora del mismo. Para la contratación de servicios públicos no sujetos a tarifas únicas y que se encuentren bajo las reglas de la oferta y la demanda, será necesario realizar un proceso de selección, salvo que hubiere un solo proveedor, en cuyo caso procederá aplicar la causal de exoneración establecida en el inciso “e” del Artículo 19º de la Ley.





�  	Literal “i” del numeral 2.1 del artículo 2º: “Las empresas del Estado de derecho público o privado, ya sean de propiedad del Gobierno Nacional, Regional o Local; las empresas mixtas en las cuales el control de las decisiones de los órganos de gestión esté en manos del Estado”.





Literal “j” del numeral 2.1 del artículo 2º: “Los proyectos, programas, órganos desconcentrados y demás unidades orgánicas, funcionales, ejecutoras y/u operativas de los Poderes del Estado y los organismos públicos descentralizados”. 


� 	El segundo párrafo del artículo 146º del Reglamento es concluyente al determinar expresamente que la exoneración se circunscribe a la omisión del proceso de selección, por lo que los contratos que se celebren como consecuencia de aquella deberán cumplir con los respectivos requisitos, condiciones, formalidades, exigencias y garantías que se aplicarían de haberse llevado a cabo el proceso de selección correspondiente. Así, por ejemplo, el particular encargado de ejecutar la prestación, para suscribir el contrato con la Entidad deberá presentar un certificado emitido por el CONSUCODE que acredite que no se encuentra inhabilitado para contratar con el Estado, o presentar la Garantía de Fiel Cumplimiento por el diez por ciento (10%) del valor del contrato.





� 	El Expediente de contratación es el conjunto de documentos en el que aparecen todas las actuaciones referidas a una determinada adquisición o contratación, desde la decisión de adquirir o contratar hasta la culminación del contrato, incluyendo la información previa referida a las características técnicas, valor referencial, la disponibilidad presupuestal y su fuente de financiamiento.	





� 	No resulta pertinente remitirnos al artículo 57º de la Ley, ya que dicho dispositivo prevé la posibilidad de que el Titular de la Entidad declare de oficio la nulidad del proceso de selección y no de los actos vinculados o derivados de una exoneración, que no constituye, en modo alguno, un proceso de selección.





